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Lebrón Nieves y el Juez Rodríguez Flores 

 
Rodríguez Flores, juez ponente. 
 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de junio de 2022. 

 Comparecen las señoras Joanne Alicea Márquez y Doreen 

Alicea Márquez (en conjunto, hermanas Alicea Márquez) mediante 

Escrito de Apelación. Solicitan que revoquemos la Resolución emitida 

el 9 de mayo de 2022, y notificada el 10 de mayo de 2022, por el 

Tribunal de Primera Instancia (TPI) de Carolina, que denegó la 

solicitud de relevo de sentencia presentada por las hermanas Alicea 

Márquez.  

 Examinada la naturaleza del escrito presentado, en el que se 

cuestiona una resolución post sentencia, acogemos el recurso como 

un certiorari, expedimos el auto y confirmamos la Resolución 

recurrida.1 

I. 

 
1 No obstante, para propósitos de economía procesal, el recurso conserva la 

identificación alfanumérica asignada por la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 
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El 27 de septiembre de 2018, la señora Ramona Thompson 

Báez t/c/c Fanny Thompson Báez (señora Thompson) presentó una 

demanda sobre partición de herencia y venta de propiedad heredada 

contra la señora Milagros Márquez Pérez t/c/c Millie Alicea y las 

hermanas Alicea Márquez (en conjunto, las demandadas). Alegó que 

don Wilfredo Thompson Pérez murió testado y legó a todas las 

litigantes, en partes iguales, un inmueble localizado en Jardines de 

Country Club en Carolina. La señora Thompson expresó que no 

deseaba permanecer en comunidad y solicitó que se ordenara la 

venta de la propiedad.  

El 5 de diciembre de 2018, la Sra. Thompson presentó una 

Moción Solicitando Emplazamiento por Edicto al amparo de la Regla 

4.6 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.6. Informó que las 

demandadas residen en los Estados Unidos de América, siendo su 

última dirección conocida: 1740 Mulford Ave., Apto. 17 C, Bronx, 

NY 10461. La Sra. Thompson presentó una declaración jurada 

suscrita por ella en apoyo a su solicitud. 

Las demandadas fueron emplazadas por edicto. Según surge 

del expediente ante nuestra consideración, el edicto se publicó el 18 

de febrero de 2019 en el periódico El Vocero.2 Asimismo, se envió 

copia de la demanda y de los emplazamientos por correo certificado 

con acuse de recibo a la última dirección conocida de las 

demandadas, que fue devuelta por el correo.3 

Ante la incomparecencia de las demandadas al pleito, el TPI 

les anotó la rebeldía el 18 de julio de 2019. Posteriormente, se 

celebró la correspondiente vista y, el 16 de enero de 2020, el TPI 

dictó Sentencia en rebeldía. A la luz de la prueba presentada, 

concluyó que cada litigante era dueña de un veinticinco por ciento 

(25%) del inmueble descrito en la demanda y que éste era de 

 
2 Véase, Apéndice del recurso, pág. 24. 
3 Véase, Apéndice del recurso, págs. 25-26. 
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naturaleza indivisible. Por lo cual, ordenó la venta de la propiedad 

en pública subasta y la consignación del importe de la venta en la 

Unidad de Cuentas del tribunal, so pena de desacato. Asimismo, la 

sentencia se notificó mediante edicto publicado el 31 de enero de 

2020, en el periódico El Vocero.4  

Solicitada la ejecución de sentencia, el 16 de agosto de 2020, 

las hermanas Alicea Márquez presentaron un escrito titulado 

Oposición a Moción Solicitando la Ejecución de la Sentencia; y Moción 

Bajo la Regla 49.2(D), Reglas de Procedimiento Civil para Declarar 

Nulo todo el Proceso del Caso por Falta de Jurisdicción y/o Violación 

al Debido Proceso de Ley. En éste, expusieron que son las herederas 

de la señora Milagros Márquez Pérez t/c/c Millie Alicea, quien 

falleció el 6 de agosto de 2019. Solicitaron que se dejara sin efecto 

la Sentencia del 16 de enero de 2020, por razón de que al no haber 

sido emplazadas conforme a derecho, el tribunal no había adquirido 

jurisdicción sobre su persona. Adujeron que la declaración jurada 

en apoyo a la solicitud para que se expidieran los emplazamientos 

por edicto fue suscrita por la demandante y no por un emplazador. 

Añadieron que la referida declaración jurada tampoco indicaba que 

se hubiera realizado diligencia alguna para emplazar personalmente 

a Milagros Márquez Pérez y Doreen Alicea Márquez, ya que la Sra. 

Thompson desconocía la dirección de estas dos codemandadas. 

Afirmaron que dichas codemandadas nunca han vivido en 1740 

Mulford Ave., Apto. 17 C, Bronx NY 10461. No obstante, alegaron 

afirmativamente que esa era la dirección de la codemandada Joanne 

Alicea Márquez.5 

La Sra. Thompson presentó su oposición en una Moción en 

Torno a Orden. En ésta, arguyó que la solicitud de relevo de 

sentencia era improcedente en derecho por haber sido presentada 

 
4 Véase, Apéndice del recurso, pág. 44. 
5 Véase, Apéndice del recurso, págs. 99-113. 
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fuera del término de seis meses que provee la Regla 49.2, 32 LPRA 

Ap. V, R. 49.2.6 

En su escrito de réplica, las hermanas Alicea Márquez 

afirmaron que la sentencia del 16 de enero de 2020 era nula por 

haberse emitido sin jurisdicción sobre la persona y, por tanto, su 

solicitud de relevo al amparo de la Regla 49.2 no estaba sujeta al 

plazo de seis (6) meses.7  

El 4 de marzo de 2022, el TPI celebró una vista evidenciaria. 

Ambas partes comparecieron acompañadas de sus respectivos 

abogados y presentaron prueba testifical. También se marcó prueba 

documental.8 

Luego, el 9 de mayo de 2022, notificada el 10 de mayo de 

2022, el TPI dictó la Resolución objeto del presente recurso. En ella, 

consignó las siguientes nueve (9) determinaciones de hechos:  

1. Milagros Márquez Alicea t/c/c Milagros Alicea t/c/c 
Milagros Márquez falleció el 6 de agosto del 2019.  

 
2. De la prueba documental anejada surge que al 
momento de su fallecimiento Milagros Márquez Alicea 

t/c/c Milagros Alicea t/c/c Milagros Márquez, residía 
en 1230 Morrison Ave., Apartamento 10 D, Bronx, NY, 

10472. Esa fue su residencia por 41 años.  
 
3. Las demandadas Joanne Priscilla Alicea t/c/c 

Joanne Priscilla Alicea Márquez t/c/c Joanne Priscilla 
Alicea y Doreen Alicea t/c/c Doreen Alicea Márquez son 

hermanas e hijas y herederas de Milagros Márquez 
Alicea t/c/c Milagros Alicea t/c/c Milagros Márquez.  
 

4. Desde el 2 de diciembre del 2019, la codemandada 
Doreen Alicea reside en el 1740 Mulford Ave. Apart. 10 
E, Bronx, NY, 10461.  

 
5. La demandada Joanne Priscilla Alicea t/c/c Joanne 

Priscilla Alicea Márquez t/c/c Joanne Priscilla Alicea 
reside en el 1740 Mulford Ave. Apart. 17 C, Bronx, NY, 
10461.  

 

 
6 Véase, Apéndice del recurso, págs. 133-138. 
7 Véase, Apéndice del recurso, págs. 151-154. 
8 La prueba documental fue la siguiente: Exhibit I parte demandada, Certificado 

de defunción de Milagros Pérez; Exhibit II parte demandada, Declaratoria de 

Herederos, Exhibit III parte demandada, Certificado Defunción de Hipólito Alicea; 
Exhibit IV parte demandada, contrato de arrendamiento de Doreen Alicea 

Márquez; Exhibit V parte demandada, Declaración jurada de Ramona Thompson 

Báez.  
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6. La demanda y los emplazamientos por edictos se 
remitieron a Milagros Márquez, Doreen Alicea Márquez 

y Joanne Alicea Márquez por correo certificado a 1730-
1740 Mulford Ave. Apto. 17 C, Bronx, NY 10461.  

 
7. La prueba apreciada estableció que Doreen Alicea 
Márquez nunca le expresó a la parte demandante a 

Ramona Thompson Báez, que ella o Milagros Márquez 
Pérez hayan vivido en 1740 Mulford Ave. Apto 17 C, 
Bronx, New York, 10461.  

 
8. La prueba apreciada estableció que Joanne Priscilla 

Alicea t/c/c Joanne Priscilla Alicea Márquez t/c/c 
Joanne Priscilla Alicea recibió los documentos, que no 
los entendían por estar en el idioma español y que hacía 

como dos años que informó a su hermana de los 
documentos.  

 
9. De las alegaciones de la demanda surge que las 
demandadas Milagros Marquez Perez t/c/c Millie 

Marquez Perez, Joanne Alicea Marquez y Doreen Alicea 
Marquez, son mayores de edad y residentes en el 1740 
Mulford Ave. Apto. 17 C, Bronx, NY 10461. Con la 

demanda se anejó una declaración jurada suscrita por 
Ramona Thompson Báez t/c/c Fanny Thompson Báez, 

informando que la dirección antes mencionada, es la 
última conocida.  

 

(Énfasis nuestro).9  
 

A la luz de estos hechos, el TPI señaló que la Regla 4.6 de 

Procedimiento Civil y su jurisprudencia interpretativa establecen 

que, cuando el demandado se encuentra fuera de Puerto Rico, y al 

demandante le consta el lugar específico donde éste se encuentra y 

así lo informa al tribunal, no se requiere la comprobación de 

diligencias vigorosas y honesto esfuerzo para citarle personalmente. 

Además, es compulsorio el envío por correo certificado con acuse de 

recibo de la copia de la demanda, la orden para emplazar por edictos 

y el edicto mismo. Rivera v. Jaume, 157 DPR 562 (2002). 

En cuanto al requisito de notificación a la última dirección 

conocida, indicó que el Tribunal Supremo ha dicho que, esa 

dirección puede ser una dirección postal dentro del último lugar de 

residencia conocida del demandado, siempre que se pruebe a 

satisfacción del tribunal que el envío de la notificación de la 

 
9 Véase, Resolución. Apéndice del recurso, págs. 361-369. 
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demanda y el emplazamiento a esa dirección razonablemente le 

informará al demandado de la reclamación en su contra. Rivera v. 

Jaume, supra.  

De tal forma, el TPI concluyó que, en el presente caso la 

demanda y los emplazamientos por edictos se remitieron a Milagros 

Márquez y a las hermanas Alicea Márquez por correo certificado a la 

última dirección conocida, que resultó ser de la codemandada 

Joanne Alicea Márquez, 1740 Mulford Ave., Apto 17 C, Bronx, NY, 

10461. Añadió que la prueba apreciada había establecido que 

Joanne Alicea Márquez recibió los documentos, que no los entendía 

por estar en el idioma español y que hacía como dos años que 

informó a su hermana de los documentos. Por consiguiente, el TPI 

concluyó que la notificación realizada a las demandadas cumplía 

con el requisito de razonabilidad establecido por la jurisprudencia. 

Por consiguiente, coligió que el emplazamiento de las demandadas 

no era nulo, puesto que se había cursado copia de este a una 

dirección postal conocida de las demandadas.10 

 Inconforme, el 8 de junio de 2022, las hermanas Alicea 

Márquez instaron el presente recurso, en el que formularon los 

siguientes señalamientos de error: 

A. ¿Si conforme a la Regal 49.2 (d) y la Regla 4.6 de las 

Reglas de Procedimiento Civil el proceso del 

emplazamiento por edicto, los procedimientos 

posteriores y la sentencia fueron nulos, se viola el 

debido proceso de ley y existe falta de jurisdicción; 

debido a que la parte demandante al no conocer las 

direcciones de residencia en Nueva York de las 

señoras Milagros Márquez Pérez y Doreen Alicea 

Márquez les envía copia por correo certificado de la 

demanda y el emplazamiento a una dirección que 

nunca le perteneció a éstas, y nunca realizó las 

diligencias para emplazar que requiere la Regla 4.6? 

 

B. ¿Si conforme a la Regla 49.2 (d) de Procedimiento 

Civil la sentencia es nula, y se viola el debido proceso 

de ley debido a falta de parte indispensable cuando 

nunca existió jurisdicción sobre la persona de 

señoras Milagros Márquez Pérez y Doreen Alicea 

 
10 Íd. 
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Márquez en el caso de epígrafe de partición de 

herencia? 

En síntesis, reiteran que la declaración jurada para que se 

expidieran los emplazamientos por edictos era insuficiente para 

justificar la citación por edictos de Milagros Márquez Pérez y Doreen 

Alicea Márquez. Por ende, reclaman que nunca se adquirió 

jurisdicción sobre su persona y que la sentencia dictada el 16 de 

enero de 2020, es nula por falta de partes indispensables.  

El 13 de junio de 2022, la Sra. Thompson presentó un 

Memorando en Oposición a la Expedición del Auto. 

II. 

-A- 

Para determinar si procede la expedición de un auto de 

certiorari en el que se recurre de alguna determinación post 

sentencia, debemos acudir directamente a lo dispuesto en la Regla 

40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 40. Al amparo de la mencionada Regla, es preciso realizar un 

análisis y evaluar si a la luz de los criterios en ella enumerados se 

justifica nuestra intervención, pues este Tribunal posee discreción 

para expedir el auto de certiorari. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 337-338 (2012). Uno de esos criterios permite nuestra 

intervención “si la etapa del procedimiento en el que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración”. 4 LPRA XXII-B, R. 

40 (E). En virtud de ello, ejercemos nuestra discreción y expedimos 

el auto de certiorari.  

-B- 

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.49.2, 

establece el mecanismo procesal que tiene disponible una parte para 

solicitar al foro de instancia el relevo de los efectos de una sentencia 

cuando esté presente alguno de los fundamentos allí expuestos. 

García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 539 (2010); De 
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Jesús Viñas v. González Lugo, 170 DPR 499, 513 (2007); Náter v. 

Ramos, 162 DPR 616, 624 (2004). Esta Regla provee un mecanismo 

post sentencia para impedir que tecnicismos y sofisticaciones 

frustren los fines de la justicia e incorpora la facultad de los 

tribunales para dejar sin efecto una sentencia u orden por causa 

justificada. De Jesús Viñas v. González Lugo, supra, pág. 513.  

Para que proceda el relevo de sentencia según la Regla 49.2 

de Procedimiento Civil, supra, el peticionario está obligado a 

justificar su solicitud amparándose en una de las causales 

establecidas en la regla. García Colón et al. v. Sucn. González, supra, 

pág. 540; Reyes v. E.L.A. et als., 155 DPR 799, 809 (2001).  

Ahora bien, relevar a una parte de los efectos de una sentencia 

es una decisión discrecional, salvo en los casos de nulidad o cuando 

la sentencia ha sido satisfecha. García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra, pág. 540; Náter v. Ramos, supra, pág. 624. El tribunal debe 

determinar si bajo las circunstancias específicas del caso existen 

razones que justifiquen tal concesión. Como regla general, la 

existencia de una buena defensa debe siempre inclinar la balanza a 

favor de la reapertura. García Colón et al. v. Sucn. González, supra, 

págs. 540-541. 

Igualmente, la moción de relevo de sentencia debe ser 

presentada dentro del término fatal de seis meses de haberse 

registrado la sentencia. Transcurrido dicho plazo, no puede 

adjudicarse la solicitud de relevo. Íd., pág. 543. Sin embargo, dicho 

plazo es inaplicable cuando se trata de una sentencia nula. Náter v. 

Ramos, supra, pág. 625. Una sentencia es nula cuando se ha 

dictado sin jurisdicción o cuando al dictarla se ha quebrantado el 

debido procedimiento de ley. Por tanto, cuando se trata de una 

sentencia nula no hay margen de discreción, ésta tiene que dejarse 

sin efecto independientemente de los méritos que pueda tener la 
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defensa o reclamación del perjudicado. García Colón et al. v. Sucn. 

González, supra, págs. 543-544.  

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, no constituye 

una llave maestra para reabrir controversias, ni sustituye los 

recursos de apelación o reconsideración. Íd., pág. 541.  

-C- 

La Regla 4.6 de Procedimiento Civil establece las instancias 

en las que la parte demandante necesita justificar mediante 

declaración jurada las diligencias realizadas para localizar al 

demandado, a saber: (1) cuando la persona a ser emplazada no pudo 

ser localizada en Puerto Rico después de realizadas las diligencias 

pertinentes; (2) cuando la persona demandada se oculta para no ser 

emplazada; o (3) cuando es una corporación extranjera sin agente 

residente. 32 LPRA Ap. V., R. 4.6. De estas disposiciones claramente 

surge que la exigencia en cuestión pretende viabilizar la obtención 

de una dirección física o postal de la parte demandada a la que se 

pueda notificar la acción judicial instada en su contra. 

La controversia trabada en este caso fue específicamente 

atendida por el Tribunal Supremo en Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 

(2002), en el que dicho foro estableció que:  

En los casos en que el demandado se encuentre fuera 
de Puerto Rico y la parte demandante ignora la 

dirección del demandado fuera de Puerto Rico, se exige 
prueba de las diligencias específicas para localizar al 
demandado antes de expedir el emplazamiento por 

edicto y relevar al demandante del envío por correo de 
los documentos pertinentes. Por el contrario, cuando el 
demandado se encuentra fuera de Puerto Rico, y al 

demandante le consta el lugar específico donde éste se 
encuentra y así lo informa al tribunal, no se requiere la 

comprobación de diligencias vigorosas y honesto 
esfuerzo para citarle personalmente, y es compulsorio 
el envío por correo certificado con acuse de recibo de la 

copia de la demanda, la orden para emplazar mediante 
edictos y el edicto mismo. 

 
En estas circunstancias, la citada Regla [4.6] de 
Procedimiento Civil exige que dichos documentos sean 

enviados al lugar de la última residencia conocida del 
demandado.  
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[…] 
 

… el criterio adoptado por este Tribunal es a los efectos 
de que se cumple con el requisito de notificación al lugar 

de la última residencia conocida del demandado si 
dicha notificación se envía a una dirección que esté 
razonablemente calculada, dentro de las circunstancias 

particulares del caso, para darle aviso a la parte 
contraria de la reclamación que se ha presentado en su 
contra. 

 

Íd., págs. 576-577. (Citas omitidas. Cursivas en el original).  

III. 

Según lo expuesto, en el caso que nos ocupa, las demandadas 

se encuentran fuera de Puerto Rico, y a la Sra. Thompson le 

constaba el lugar específico donde éstas se encontraban y así lo 

informó al tribunal. Por tanto, no se requería la comprobación de 

diligencias vigorosas y esfuerzos para citarle personalmente. 

Solamente era compulsorio el envío por correo certificado con acuse 

de recibo de la copia de la demanda, la orden para emplazar 

mediante edictos y el edicto mismo al lugar de la última residencia 

conocida de las demandadas. 

La Sra. Thompson precisamente envió mediante correo 

certificado la demanda de epígrafe y el emplazamiento por edicto a 

la última dirección conocida de las demandadas y, de hecho, 

durante la vista celebrada, quedó demostrado que la señora Joanne 

Alicea Márquez recibió los documentos. En estas circunstancias, era 

razonable concluir que se cumplió con lo dispuesto en la Regla 4.6 

de Procedimiento Civil.  

En virtud de lo anterior, concluimos que las señoras Milagros 

Márquez Pérez t/c/c Millie Alicea; la señora Joanne Alicea Márquez 

y la señora Doreen Alicea Márquez quedaron debidamente 

notificadas de la acción en su contra. Por consiguiente, el TPI 

adquirió jurisdicción sobre su persona y, actuó conforme a derecho 

al concluir que el emplazamiento de éstas no fue nulo. En 
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consecuencia, actuó correctamente el foro primario al denegarle a 

las hermanas Alicea Márquez su solicitud de relevo de sentencia.11 

IV. 

A la luz de lo antes expuesto, acogemos el recurso como un 

certiorari, expedimos el auto y confirmamos la Resolución recurrida. 

Notifíquese.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
11 Acorde con nuestra decisión, declaramos no ha lugar a la Moción Relacionada a 
la Intención de Transcribir le Prueba Oral de Vista Celebrada bajo Regla 49.2, 

presentada por las hermanas Alicea Márquez el 10 de junio de 2022. 


